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RESUMEN: 
El presente artículo se enmarca dentro del estudio de uno de los aspectos más importantes 
del derecho, esto es, los derechos humanos, tomando para ello como referente su desarrollo 
a nivel del derecho internacional privado y su contexto internacional, tanto desde una 
perspectiva teórica como práctica, lo cual nos determina a arribar inexorablemente a las 
debidas conclusiones. 
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ABSTRACT: 
This article is part of the study of one of the most important aspects of law, that is, human 
rights, taking as a reference its development at the level of private international law and its 
international context, both from a theoretical and practical perspective, which determines us 
to arrive inexorably at the proper conclusions. 
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INTRODUCCIÓN 
La Reforma Constitucional de 2011 al Art. 1° constitucional fue la norma que impulsó el 
cambio de las garantías constitucionales -que han sido indispensables durante siglo y medio 
para combatir las arbitrariedades de la autoridad- a un concepto más amplio de protección de 
la persona que es el de los Derechos Humanos (DH) La exposición de este curso tiene que 
ver con una versión poco explorada de los DH que son los derechos privados y todavía dentro 
de esta clasificación, nos referiremos a la relación de los DH con el Derecho Internacional 
Privado (DIPr) 
Un autor ampliamente conocido del DIPr, ya fallecido, el profesor argentino Werner 
Goldschmit, habló a finales de la década de los años cincuenta, del «Derecho a la Tolerancia» 
quizá por su experiencia personal como prófugo del nazismo que encontró refugio en España 
y más tarde el gobierno argentino generosamente, lo acogió y le otorgo su nacionalidad. La 
obra del profesor Goldschmit tiene constantes referencias en sus trabajos, al tratamiento del 
extranjero y puntualiza en el estudio, la necesidad de otorgarle los derechos plenos de persona 
que le permitan vivir dentro de un orden jurídico amigable y que ese estatus se proyecte a 
escala internacional. Con este fin dedicó en su tratado de DIPr de 1970 todo un capítulo al 
estudio de la persona y especialmente de sus derechos, cuando esa persona es extranjera, bajo 
el concepto del Derecho de la Tolerancia.  
Sin embargo, este primer enfoque en el tema que tuvo muchos méritos en señalar cuándo y 
en qué circunstancias deben respetarse los derechos del extranjero ya ha sido ampliado 
considerablemente por los avances del concepto de los DH y de su vínculo con otras áreas 
que los han estudiado ampliamente, como es el caso de la filosofía, sociología y la ciencia 
política y especialmente por la universalidad con que se discuten hoy en día los DH. 
MARCO TEÓRICO 
1. Los Derechos Humanos en el Derecho Privado 
Movámonos ahora hacia el tema específico de este trabajo, pero antes debemos definir el 
vínculo de los DH entre particulares. Aquí, como lo veremos más adelante, el cambio de 
paradigma se da de la forma siguiente: en la discusión tradicional de los DH, el tema central 
se presenta en el ámbito de la defensa de esos derechos de la persona frente al Estado y en el 
caso de los DH en el derecho privado, es necesario definir el ámbito que cubre la protección 
del Estado ante las violaciones de DH entre particulares en las relaciones que estos 
desarrollan en la sociedad. Una cláusula contractual entre un distribuidor y una empresa 
transnacional dónde se ha pactado de manera jurídicamente formal que la terminación del 
contrato la pueden dar cualquiera de las partes en cualquier momento, será una cláusula que 
viole los DH del distribuidor solo por la desproporcionalidad económica entre las partes. De 
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ahí que resultará necesario defender una amplia serie de principios tales como la Certeza en 
la aplicación de la ley personal, donde quiera que la persona se encuentre, la Seguridad 
jurídica en las transacciones privadas; Que la desproporcionalidad económica entre las 
partes, no sea un factor que afecte a su necesaria igualdad contractual. Que las asociaciones 
o clubes no infraccionen a sus miembros con la suspensión del trabajo profesional: o bien, 
que se proceda con dolo en el comercio internacional, donde precisamente, la estructura que 
lo soporta, está basado en la buena fe de las partes contratantes, entre otros. En estas 
condiciones, no resulta una tarea fácil la definición de del vínculo de los DH entre 
particulares dada su extensión y sobretodo, el casuismo que este planteamiento comporta. 
Hay razones que indican cierta dificultad para lograr una definición del vínculo entre DH y 
derecho privado. Una que veo como crucial es que se trata de un campo nuevo del derecho 
donde es necesario precisar cada una de las cuestiones que lo componen y determinar el 
ámbito que cubre la protección del Estado en estas relaciones; sin embargo, hay que iniciar 
la búsqueda de elementos que permitan la formación de un paradigma que nos lleve a una 
definición. La ventaja con que se cuenta en esta nueva dimensión jurídica es que se podrá 
alcanzar la formación de conceptos a partir del amplio casuismo que la compone; se trata de 
una disciplina que requiere de la uniformidad de criterios judiciales o arbitrales, que la vayan 
formando. 
Por lo pronto hay que partir del ámbito que el Estado está dispuesto a cubrir con su 
protección. Un caso típico es la defensoría de los derechos del consumidor, dónde la 
presencia del Estado en los conflictos entre particulares ha servido de puente para encontrar 
soluciones que abonen en favor de la sociedad. Este es un ámbito dónde el Estado debe 
moverse con prudencia a fin de poder distinguir cuando hay una violación de los DH y cuando 
es una simple desavenencia de intereses entre particulares. El filtro lo serán los tribunales y 
podríamos estar ante la regulación de un ámbito del Derecho, con base en una formación 
jurisprudencial, que atienda más a las necesidades específicas de las personas, que lo que 
hace el legislador con una norma general. La formación de una norma de diferente origen del 
tradicional; es decir, de origen legislativo. En la nueva formación jurisprudencial que es 
probable se integre en materia de DH entre particulares, para la regulación de sus relaciones, 
se atiende a la necesidad específica de los individuos, cuando decidan en cada caso, cuándo 
y en qué medida se afecta a sus DH, por lo que la labor que hagan los jueces en este ámbito, 
será decisiva. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) y los tribunales colegiados de circuito, se 
han pronunciado sobre este tema de manera amplia y precisa. La primera, a través de su 
Primera Sala se ha establecido lo siguiente: 
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«A fin de determinar la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones privadas, 
es necesario atender a una doble problemática: por un lado, la cuestión relativa a la validez 
de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, que se configura como un 
problema sustantivo; y por el otro, la cuestión relativa a la eficacia de los derechos 
fundamentales, esto es, la procedencia de la garantía judicial correspondiente ante eventuales 
violaciones procedentes de un particular, que podemos identificar con el problema procesal. 
En esta lógica, la improcedencia del juicio de amparo contra actos de particulares, no 
determina, en modo alguno, que los derechos fundamentales no rijan las relaciones entre 
particulares, ni que esta Suprema Corte se encuentra imposibilitada para conocer, de forma 
indirecta, de este tipo de problemáticas». 
Completando el concepto anterior de la SCJN, los tribunales colegiados de circuito han 
sostenido: 
En una sociedad estructurada en grupos y en la que predominan aspectos económicos, el 
poder del grupo o de quien tiene una preeminencia económica se impone al poder del 
individuo, creándose situaciones de supremacía social ante las que el principio de igualdad 
ante la ley es una falacia. El poder surge de este modo no ya sólo de las instituciones públicas, 
sino también de la propia sociedad, conllevando implícitamente la posibilidad de abusos; 
desde el punto de vista interno referido a los integrantes de un grupo, se puede traducir en el 
establecimiento de medidas sancionadoras, y por el lado de la actuación externa de ese grupo 
o de uno particular en situación dominante, se puede reflejar en la imposición de condiciones 
a las que otros sujetos u otros grupos tienen la necesidad de someterse. El fortalecimiento de 
ciertos grupos sociales o de un particular en situación dominante que pueden afectar la esfera 
jurídica de los individuos ha hecho necesario tutelar a éstos, no sólo frente a los organismos 
públicos, sino también respecto a esos grupos o personas particulares; sobre todo porque en 
una sociedad corporativista y de predominio económico como la actual, lo que en realidad se 
presenta son situaciones de disparidad y asimetría, ya que no debe perderse de vista que esos 
grupos o particulares mencionados logran no sólo ocupar un lugar relevante en el campo de 
las relaciones particulares, sino que en muchas veces también influyen en los cambios 
legislativos en defensa de sus derechos. Estos grupos de poder, o simplemente otros 
ciudadanos particulares organizados o situados en una posición dominante, constituyen una 
amenaza incluso más determinante que la ejercida por los poderes públicos para el pleno 
disfrute de los derechos fundamentales. Estas situaciones actuales de poder económico 
privado ponen de manifiesto la existencia, en el ámbito de las relaciones privadas, del 
fenómeno de poder, o de monopolización del poder social, similar a los poderes públicos. 
Son situaciones de sujeción análogas a las existentes frente al poder estatal, en las que la 
autonomía privada y la libertad contractual de la parte más débil. 
En este contexto, resulta indispensable entonces la utilización del juicio de amparo por parte 
de los particulares como garantía de sus derechos fundamentales, tratándose de actos de 
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autoridad o de actos de particulares en situación dominante respecto de los primeros, de 
acuerdo con el sistema normativo que deriva del artículo 107, fracción IX, de la Constitución 
y del artículo 83 de la Ley de Amparo, en que se permite en interpretación directa de la 
Constitución a través del amparo directo, cuyo objeto básico de enjuiciamiento es la 
actuación del Juez, que los Tribunales Colegiados otorguen significados al texto 
constitucional al realizar el análisis de las leyes o normas o de actos de autoridades o de actos 
de particulares; esto es sólo se podrá emprender ese análisis de la posible vulneración de 
derechos fundamentales del acto celebrado entre particulares, cuando dicho acto haya pasado 
por el tamiz de un órgano judicial en el contradictorio correspondiente». 
El texto además de claro es lo suficientemente explícito de lo que esos tribunales superiores 
de la Federación consideran, de manera especial a: «Estas situaciones actuales de poder 
económico privado ponen de manifiesto la existencia, en el ámbito de las relaciones privadas, 
del fenómeno de poder, o de monopolización del poder social, similar a los poderes 
públicos». La disparidad en las relaciones privadas puede ser así por diversos motivos y ello 
da lugar al surgimiento del poder de un particular sobre el otro que protegerá el Estado en la 
medida que el conflicto entre particulares sea sometido a su decisión. 
Veamos ahora lo que nos dice la doctrina y la Comisión Interamericana de DH. 
Un destacado jurista colimense, Mario de Lamadrid Andrade, en defensa de la existencia de 
los DH en el derecho privado, se refiere a este tema como «la irradiación de los efectos de 
los Derechos Fundamentales hacia todo el ordenamiento jurídico incluido el derecho 
privado». El autor habla de los efectos que produce esa «irradiación» a partir de las 
disposiciones constitucionales que «representan un orden objetivo de valores que impregnan 
a la totalidad del sistema...y por lo tanto reclaman...ser aplicadas sin intermediación en todos 
los sectores del Derecho». Por su parte Lois Henkin, profesor de la Universidad de Columbia, 
ya fallecido, opinaba, desde una posición más abierta, que se trata de las libertades, 
inmunidades y beneficios que los seres humanos pueden reclamar conforme a «Los valores 
contemporáneos aceptados».  
Dado que hay que dar un paso más adelante en esta discusión, tratando de concretarla más, 
para lo cual necesario hacer un primer deslinde respecto a la concepción de los DH: cuando 
hablamos de los DH frente al Estado o que el Estado protege en virtud de una convención, 
acuerdo o tratado internacional, estamos en una relación de orden vertical, en la medida que 
el Estado debe proteger toda violación provocada por alguno de sus funcionarios en contra 
de los DH de los particulares o incorporar la normatividad internacional en el orden jurídico 
nacional para aplicarla en un caso concreto; mientras que, cuando hablamos de la relación 
entre particulares, nos referimos a relaciones horizontales en las que se recurre al Estado solo 
en caso de conflicto y aún en esos casos, existen métodos que no requieren la presencia del 
Estado como son por ejemplo, la mediación y el arbitraje, que se pueden acordar a partir de 
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la libre voluntad de las partes en el contrato mediante una prórroga de competencia judicial . 
Así tenemos, principios que están impregnados de los «Valores contemporáneos» como los 
de la Buena Fe; la no afectación de derechos de terceros; la libertad en la contratación y la 
Autonomía de la Voluntad para la designación de la ley aplicable o para la prórroga de la 
competencia judicial en favor de los métodos alternos de solución de controversias, que entre 
otros, conforman ese arsenal de DH privados que tienen las personas entre sí y que deben ser 
ejercidos con la misma protección que les otorga el Estado a los derechos que se ejercen 
frente a él. De lo que se trata es de evitar, en la medida de lo posible la violación de los DH. 
Ahora bien, la forma de cobertura de los DH sobre las relaciones privadas ha sido descrita 
por la Corte Interamericana de DH, en una resolución de 2016 en los siguientes términos: 
«Se determinó que la República de Costa Rica es internacionalmente responsable por haber 
vulnerado los derechos a la vida privada y familiar y el derecho a la integración personal en 
relación con la autonomía personal (en razón de al) derecho a decidir si tener hijos biológicos 
a través de una técnica de reproducción asistida (También)a la salud sexual (y al) derecho de 
gozar de beneficios del progreso científico y tecnológico (Así como al) principio de no 
discriminación». 
Como puede observarse, aquí la intromisión del Estado en una relación entre particulares (la 
mujer que solicitaba reproducción asistida y el médico que se la daría) dio lugar a una 
responsabilidad internacional por parte del Estado. Faltará ver cuando esa responsabilidad 
internacional pueda analizarse cuando el Estado haya intervenido para equilibrar o remediar 
una relación entre particulares. 
De manera más concreta, en otra resolución de la misma a Corte nos dice lo siguiente: 
Que los principios de igualdad y no discriminación «Genera(n) efectos con respecto a 
terceros, inclusive a particulares (…) ya que sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del 
orden público nacional e internacional y es un principio fundamental que permea todo el 
ordenamiento jurídico». Estos principios «representan un orden objetivo de valores que 
impregnan la totalidad del sistema...y por lo tanto reclaman...ser aplicados sin intermediación 
en todos los sectores del Derecho».  
 Se trata de una relación que surge entre particulares y que puede ser de distinto grado y 
naturaleza; sin embargo, hay casos específicos en los que los DH de las partes deben 
prevalecer, me refiero a derechos que ya señalé antes, tales como el respeto a los derechos 
adquiridos en el extranjero; a la aplicación de ley personal, no importa dónde se encuentre la 
persona; la Buena Fe; la Certeza jurídica; la Autonomía de la Voluntad, entre otros, que deben 
ser considerados en las relaciones particulares y son a estas relaciones a las que nos 
referiremos en el presente trabajo. 
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2. Los Derecho Humanos en el Derecho Internacional Privado 
En el tema de los DH es importante en el DIPr. Aun que está en sus inicios. Es más, en la 
formación de la disciplina, el tráfico jurídico internacional solo pudo ser una realidad cuando 
hubo libertad de movimiento de personas y bienes. Por su parte, la ley aplicable como de la 
jurisdicción competente y el acceso a la justicia, son los ejes de esa área. Los D H, en estas 
condiciones, representan una constante, en la medida que se encuentran en la base de la 
protección del individuo, la familia y el comercio, a nivel global. Para lo cual un primer 
planteamiento sobre la cuestión hay que hacerlo desde el punto de vista teórico con objeto de 
deslindar el marco de referencia y desde la perspectiva práctica, para ilustrar las 
características concretas y efectos, de esos principios. Dado los límites de tiempo en un curso 
como el presente, se abordarán los grandes rasgos, en cada uno de los casos, procurando 
enfocar algunos de sus respectivos aspectos relevantes. 
A. Enfoque Teórico. 
Uno de los filósofos del Derecho actuales más importantes, con una mirada fresca hacia la 
Sociología, es Robert Alexy, junto con otros autores contemporáneos, representa gran parte 
del pensamiento europeo actual, que se ha dedicado a estudiar al individuo en su 
interactuación de sus relaciones sociales, desde diferentes ópticas a partir de una determinada 
construcción social. Así «La realidad no es algo externo al conocimiento sino es constituido 
por el conocimiento en sí», como es el caso de un post- constructivista, como Focault o quien 
propone, desde una postura crítica, como Jurgen Habermas , una teoría a partir de la 
comparación directa del discurso teórico-empírico de las ciencias con el discurso práctico 
normativo de la política, la moral y el derecho, donde «La validez de sus declaraciones 
depende de la corrección del procedimiento» y Alexy que nos brinda un aparato conceptual 
muy amplio e interesante sobre este tema, 
 en su obra fundacional: «Teoría de los Derechos Fundamentales» y en toda su demás amplia 
obra publicada en libros y en especial, en revistas especializadas. En su obra Alexy, se refiere 
a los Derechos Humanos y su defensa y sobretodo, lo hace bajo un enfoque actual. El autor 
distingue cuatro propiedades de los DH, la primera, la de su universalidad, porque su 
titularidad corresponde a todo ser humano; una segunda, es su Validez Moral porque se trata 
de derechos morales. Una tercera cualidad es su «Fundamentalidad» que concierne al objeto 
de los derechos y su cuarta característica es su Prioridad frente al derecho positivo. 
Conforme a las ideas de Robert Alexy, expresadas principalmente en su Teoría de los 
Derechos Fundamentales, el análisis que desarrolla el autor en forma comprensiva, es el 
estudio de los Derechos Humanos. Se trata, nos dice, de «La consideración sistemático-
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conceptual del derecho válido» en su dimensión empírica, de amplio espectro y que no se 
limita a los conceptos de derecho o de validez del derecho positivo, sino también a la 
búsqueda de la eficacia del derecho sin la cual, no se puede hablar de defensa alguna de los 
Derechos Humanos. Esa defensa se da «En la medida en que es condición de la validez 
positiva del derecho legislado y judicial [y que por tanto constituye el] objeto de la dimensión 
empírica». 
Hay un par de comentarios que pueden hacerse a este pasaje de la obra de Alexy. En primer 
lugar, la frase «La consideración sistemático-conceptual del derecho válido». De la lectura 
de su obra, se puede encontrar que los Derechos Humanos son el objeto directo de estudio y 
protección por parte del Estado y en esa medida, esta protección se integra a la sistemática 
del Derecho y se convierte así en el concepto del Derecho válido, ese que toma valor por el 
solo hecho de la protección y además, porque se trata de un valor que está incorporado en 
todas las normas del sistema, «En la medida en que es condición de la validez positiva del 
derecho legislado y judicial, que por tanto constituye el objeto de la dimensión empírica». Es 
en esta dimensión, dónde el autor plantea la legitimidad o la legitimación del derecho válido. 
Alexy también nos dice: que una concepción como la que plantea «No se limita a los 
conceptos de derecho o de validez del derecho positivo jurídico» el derecho que Alexy 
plantea, sale de los estrechos límites del positivismo en «La búsqueda de la eficacia del 
derecho sin la cual, no se puede hablar de defensa alguna de los Derechos Humanos». 
Finalmente, la dimensión empírica a la que se refiere Alexy, es, como se sabe, la dimensión 
más rica para el DIPr, porque es ahí donde natural y finalmente, se expresa la disciplina en 
términos tales como: ¿en qué medida se respeta la ley personal del individuo o los derechos 
adquiridos por él? ¿Cuántos juicios con elementos extranjeros se han resuelto?, ¿Cómo han 
sido resueltos?, ¿Qué tanto se respetaron efectivamente los derechos de las partes?, ¿Hubo 
un Debido Proceso? y, las sentencias, ¿qué calidad tienen?      
De esta manera, intentaremos ampliar el análisis del DIPr para que, en su interpretación, se 
incluyan principios modernos en la disciplina, pero, sobre todo, principios que protejan los 
DH de los particulares. En este sentido, retomemos algunas ideas más de Robert Alexy para 
enriquecer el análisis.  
Volvamos en el tema que nos ocupa, a uno de sus ejes centrales: «La consideración 
sistemático-conceptual del derecho válido». En la línea de análisis del autor, el concepto de 
Norma de Derecho Fundamental plantea una serie de cuestiones compatibles con la 
normativa propia del DIPr, en relación con el tema de los Derechos Humanos y nos brinda 
soluciones interesantes. Alexy, nos dice: «Siempre que alguien posee un derecho 
fundamental, existe una norma válida de derecho fundamental que le otorga ese derecho». 
Detengámonos un momento para clarificar la idea con un ejemplo: un DH se encuentra 
consagrado en un tratado internacional no ratificado por México. De acuerdo al Art. 1°, 
primer párrafo de la Constitución, «En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 
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gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte…». Sin embargo, ese derecho 
existirá –según Alexy- en la medida que una norma válida consagre ese derecho fundamental. 
Con independencia de que México haya ratificado o no el tratado. Estamos en presencia 
entonces, de la protección que tienen todas las personas para que se les respeten sus DH ya 
que la validez de esos derechos deriva de una norma internacional válida -el tratado- que creó 
una norma fundamental que ya ha sido reconocida internacionalmente y por tanto debe 
aplicarse internamente. 
El punto de partida de la propuesta de Alexy es: «El concepto semántico de norma» y la 
distinción entre norma y enunciado normativo que en nuestro tema sería la definición de los 
DH. En este sentido, Alexy hace una propuesta diferente que en breve consiste en que toda 
norma se expresa a través de «el significado de un enunciado normativo»; es decir, además 
de lo previsto en el enunciado, que puede ser una orden, un mandato o una permisión, esa 
norma tendrá siempre un valor incluido en el texto del enunciado – por ejemplo, la definición 
de los DH que finalmente será la que sostiene a la norma en la medida que es el valor que 
espera la sociedad que se cumpla, por tratarse de un DH. A este respecto, nos dice el autor 
«el concepto de norma es el concepto primario con respecto al concepto de enunciado 
normativo» cuya validez la otorga la autoridad legalmente capacitada, Alexy sostiene 
también: «En la medida en que se menciona la imposición por parte de una autoridad 
autorizada por una norma de grado superior, puede hablarse de una Teoría Jurídica de 
Validez».   
Alexy se refiere a lo que él llama «La Norma de Derecho Fundamental» o norma 
«Iusfundamental». Respecto a ésta nos dice: se trata de las «Normas de derecho fundamental 
expresadas a través de disposiciones iusfundamentales, normas que, por otro lado, se ubican 
como iusfundamentales de forma exclusivamente, como enunciados en las leyes primarias o 
en las constituciones».  
Así para el DIPr podemos hablar de disposiciones iusfundamentales en la medida que se trata 
de normas o instituciones jurídicas reconocidas en la gran mayoría de países y que 
representan los derechos que llevan las personas consigo, no importa a dónde, cuándo y cómo 
se trasladen de un país a otro. Los derechos «Iusfundamentales» deben estar siempre con la 
persona para su protección; como son los derechos a la Buena Fe y el de Certeza, con los que 
la persona celebra sus transacciones internacionales. Estos derechos son los que tratan de 
preservar la norma de conflicto y la uniformidad de derechos. Veamos ambos casos. 
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B. Norma de conflicto. 
A este propósito me refiero al trabajo en proceso de Jurgen Basedow del Max Planck Institut, 
para su informe al Instituto de Derecho internacional. Entre las propuestas que este autor 
hace podemos mencionar dos de ellas:  
«Los estados respetan los derechos del hombre a través de sus órganos incluyendo sus 
jurisdicciones ordinarias dentro de las relaciones internacionales de personas privadas. Esos 
derechos sirven para controlar y corregir en caso dado, los resultados obtenidos por la 
operación de las reglas de conflicto». 
Operación en la que diferentes puntos de vista coinciden que, en efecto, la norma de conflicto 
debe ser un filtro para preservar esos valores sobre los cuales se encuentra asentada la 
sociedad. Pero igual de importante, el DIPr será a través de su Norma de Conflicto un 
instrumento de control y de corrección en los resultados con motivo de aplicar DH en el 
tráfico jurídico internacional. 
La segunda propuesta del profesor Basedow, respecto a las normas de conflicto es como 
sigue: 
«La interpretación de las reglas de conflicto ya sean nacionales o las adoptadas por una 
organización de integración económica regional deben tener en cuenta la armonización entre 
los derechos del hombre, aplicables». 
Vista la regla de conflicto desde esta perspectiva, la opción del juez dejará de ser entre «El 
conflicto» que le presentan dos leyes susceptibles de ser aplicadas y se circunscribirá a buscar 
el equilibrio con la integración de dos normas de DH en presencia, a fin de que su aplicación 
resulte adecuada para lo cual, el juez debe llevar a cabo una labor de integración de dichas 
normas. «La armonización entre los derechos del hombre, aplicables» a que se refiere Alexy. 
C. Derecho Uniforme. 
Pasemos ahora, al Derecho Uniforme, aquí como lo veremos más adelante en los ejemplos 
que analizafremos, el esfuerzo está dirigido para facilitar las condiciones de tráfico jurídico 
internacional y por tanto de vida de las personas con el respeto y protección de su Estatuto 
Personal o proteger el ejercicio de la Autonomía de la Voluntad y el principio de Buena Fe 
con objeto de que la persona pueda realizar transacciones internacionales. 
Con estas propuestas en su conjunto, podemos ahora analizar la reforma al segundo párrafo 
del nuevo Art. 1° constitucional cuando nos dice: 
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La Constitución y los tratados internacionales, se interpretarán en materia de DH 
«Favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia» Protección que es 
una directriz que deben de acatar, las normas de conflicto, sobre todo cuando se trate de un 
derecho humano. 
Respecto de la naturaleza del vínculo entre los Derechos fundamentales y el DIPr. Se puede 
responder que la semejanza normativa entre los DH y el DIPr. dimana de tres puntos precisos: 
1. la reglamentación de las relaciones jurídicas de las personas a nivel internacional y el 
respeto a sus derechos adquiridos; 
2. el respeto irrestricto a la autonomía de la voluntad incluyendo, libre designación de 
la ley aplicable y prórroga, si es el caso, de la competencia judicial. 
3. el derecho que se tiene ante el juez de que éste respete aplique la ley personal del 
individuo, la ley que las partes han escogido para su contrato y los derechos de las 
personas en sus actividades de comercio; 
 
D. Dimensión Práctica. 
Con estas ideas en mente, pasemos ahora a la dimensión práctica, que en la línea de 
argumentación que estamos siguiendo, corresponde a los efectos de la vinculación del DIPr. 
con los DH. Para lo cual propongo estudiar tres grupos de casos: 
1. Normas jurídicas internacionales aplicables a los nacionales o domiciliados en 
territorio nacional. 
2. El deber de aplicar el Estatuto Personal con objeto obtener la ley extranjera aplicable 
y en especial, cuando se trate de los derechos de unión y permanencia familiar y otros 
derechos adquiridos, 
3. el respeto a la irrestricta autonomía de la voluntad para escoger la ley aplicable, la 
jurisdicción competente y en su caso la prórroga de la competencia judicial hacia 
medios alternativos de solución de controversias, en especial la Medición y el 
Arbitraje.  
Veamos brevemente cada uno de estos casos.  
En cuanto al primero, la aplicación de normas internacionales para los nacionales y 
domiciliados en México. Con objeto de abreviar la idea, permítanme dar un ejemplo, en el 
caso de México.     
Vía Art. 133 constitucional, la norma jurídica internacional se incorpora al sistema jurídico 
nacional como norma de máxima jerarquía. Por otro lado, los tratados o convenios 
internacionales están elaborados para facilitar el tráfico jurídico internacional y elevar el 
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nivel de los derechos de las personas que pertenecen a los países que firman el tratado. Sin 
embargo, la incorporación de un derecho más favorable en el sistema jurídico interno, 
especialmente en materia de DH, siempre debe subsistir dentro del sistema, ya que la norma 
jurídica internacional se «nacionalizó» y se integró al orden jurídico interno y con la 
ampliación de su interpretación «Favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 
más amplia» conforme el segundo párrafo del Art. 1 constitucional antes citado, la aplicación 
de esa norma de Conflicto puede llevarse a cabo.  
Ciertamente estamos en un tema poco explorado, al menos de la perspectiva del DIPr. Sin 
embargo, partimos del principio del «Bien Común», que ha sido objeto de estudio y 
pronunciamiento por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Se trata que el 
legislador interno o el juez, se supediten a las normas internacionales en materia de Derechos 
Humanos que propendan al Bien Común. Una norma válidamente creada a nivel 
internacional por un órgano, la Comisión Interamericana de DH de la que México es Estado 
Parte. Además, el contenido de una norma de esta naturaleza, por lo general, establece 
derechos más específicos, nuevos derechos o simplemente, regulaciones que facilitan el 
alcance de esos derechos.  
Primer grupo, el grupo a). Antes propuesto: Normas jurídicas aplicables a personas 
domiciliadas en México: un ejemplo sobre la Adopción Internacional 
El ejemplo que nos ayudará a precisar este concepto, es el de la Adopción Internacional. Tal 
y como está prevista en los tratados más importantes ratificados por México. En éstos 
tratados, por lo general, se establecen procedimientos más expeditos que los establecidos 
localmente. Partamos para nuestro ejemplo de una persona domiciliada en México que desea 
usar dicho mecanismo de facilitación, o bien, extranjeros domiciliados en México, que 
desean adoptar niños mexicanos mediante un procedimiento simplificado y con ello alcanzar 
el Bien Común para que el menor huérfano mexicano, tenga una familia y crezca al lado de 
ésta. Pero sucede que el tratado está elaborado a fin de que extranjeros con origen en los 
países que han ratificado la convención puedan tener acceso al procedimiento de facilitación 
que ofrece el tratado, lo que también podría ser una limitante para el mexicano domiciliado 
en México.  
Veamos los dos casos planteados, primero el mexicano domiciliado en México a quien, en 
estricto sentido no le es aplicable la Convención ya que ésta se encuentra formulada para 
adopción de menores mexicanos por parte de extranjeros domiciliados en el extranjero y en 
el segundo caso, el del extranjero domiciliado en México, que no tiene acceso tampoco al 
procedimiento de facilitación, simplemente por el hecho de que su Estado de origen, no ha 
firmado el tratado o convención internacional y por tanto ya no tendría acceso al ejercicio de 
ese DH.  
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El precepto constitucional reformado al que hemos hecho mención, nos dice que cuando se 
trata de DH, se le debe otorgar a la persona, la protección más amplia y en el caso que nos 
ocupa, la facilitación para el ejercicio del derecho de adopción, debe ser igualmente amplio, 
en cuyo caso cabría la posibilidad que ese mexicano pueda tener acceso al mecanismo de 
facilitación. No hay que desconocer, sin embargo, que el ejercicio de este DH está vinculado 
con un tema distinto, de carácter instrumental. Pero no menos importante. Un convenio 
internacional implica necesariamente obligaciones para los Estados firmantes del tratado que 
son indispensables para su funcionalidad.  
Puede ser este último un argumento de peso, pero es compensable con una estructura efectiva 
de supervisión y de compromiso sobre el seguimiento que se le debe dar al menor adoptado. 
En las convenciones internacionales se establece la obligación para el Estado parte, de darle 
seguimiento al cuidado de los padres adoptivos sobre hijos adoptivos, en el proceso de 
acoplamiento familiar, en la práctica es hasta de dos años. Este que es un procedimiento 
administrativo de supervisión temporal y puede ser materia de acuerdo entre las autoridades 
mexicanas con la persona que desee adoptar por la vía de facilitación. Ya sea que la persona 
esté domiciliada en México en cuyo caso deberá informar al DIF local o bien, si su domicilio 
está en el extranjero, informar al consulado mexicano de la localidad y permitir visitas de 
dichas autoridades. Ciertamente no es un procedimiento que pueda convertirse en ejecutivo 
a fin de separar a un menor adoptado y que es maltratado, de su familia de adopción o peor 
aún, en aquellos casos, afortunadamente menos hoy en día, en los que la adopción sirva para 
introducir al menor en una red de prostitución. En realidad, para evitar esos contratiempos el 
juez dispone actualmente de la información completa de cualquier persona, incluyendo, si 
los hubiere, sus antecedentes penales, a fin de poder distinguir con claridad que la persona 
de los adoptantes sea adecuada para la adopción. Además, es importante mencionar, que los 
expedientes de adopción los preparan minuciosamente autoridades del DIF especializadas 
(Sicólogos, personas de trabajo social, médicos, etc.) que, durante meses previos a la 
adopción, observan la compatibilidad del menor susceptible de ser adoptado con los futuros 
adoptantes, con lo que el riesgo de que el menor adoptado sea maltratado o dedicado a otros 
fines distintos de la adopción, es altamente improbable.      
He puesto ese ejemplo obviamente de manera muy general ya que el tema envuelve 
cuestiones más complejas, como el de la adopción por extranjeros no domiciliados en México 
procedentes de países que no son parte de la Convención o los casos de doble jurisdicción, 
etc., pero lo importante es ilustrar cómo un mecanismo facilitador puede ser el mejor 
conducto para alcanzar el Bien Común de un menor huérfano mexicano. Por otro lado, no 
debe estar sujeto a duda, si a un mexicano se le aplica una norma fundamental en su propio 
orden jurídico por el solo hecho de que la Convención únicamente esté dispuesta para 
extranjeros domiciliados en el extranjero o cuando un extranjero domiciliado en México, esté 
sujeto a la firma del tratado, por su Estado de origen. La norma jurídica internacional, al 
incorporarse al sistema jurídico mexicano, ya lo mencionamos, al «nacionalizarse», debe 
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servir para todas las personas que se encuentren dentro de territorio nacional o quienes 
quieran adoptar a un menor, contraer matrimonio o celebrar un contrato, por una vía de 
facilitación que le pueda dar una convención internacional.   
La misma cuestión que la anterior, vista desde otro ángulo y la menciono para una posible 
discusión posterior; se trata de lo siguiente: se puede decir que el ámbito personal de 
aplicación del tratado no incluye a un mexicano o a un extranjero domiciliado en México y 
por tanto no existe un procedimiento específico para estos; sin embargo, un procedimiento 
que mejora los derechos de la persona, en este caso, un DH y se trata de una norma 
internacional se incorporó al derecho nacional, en mi opinión no puede ser excluyente con 
respecto a ninguna persona que tiene su domicilio en México. Dicho en otros términos, por 
el hecho de la incorporación de la norma jurídica internacional al sistema interno, perdió el 
ámbito de aplicación personal que le da el tratado y al ser norma nacional incorporada es 
aplicable a todas las personas que se encuentren domiciliadas dentro de territorio nacional, 
por ser en favor de los DH de cada persona. Se tratará de una elevación de la norma interna 
al nivel de la norma internacional correspondiente, en materia DH que será pues la vía para 
alcanzar el Bien Común en ambos casos que es la adopción del menor huérfano mexicano y 
que éste tenga una familia. 
Veamos el segundo grupo, el b). Estatuto personal. 
Aquí partimos del deber del juez mexicano de aplicar el estatuto personal del individuo y 
máxime cuando se refiere a la unión familiar. 
Respecto de este principio se trata obviamente de una idea muy clara; sin embargo, con 
frecuencia, los jueces mexicanos no lo aplican por ignorancia, por indiferencia o simplemente 
por no complicarse la vida en el procedimiento. De ahí la necesidad de promover el 
conocimiento del DIPr. entre los jueces del país para contribuir a que se cumpla con este 
derecho fundamental de las personas.        
Al mismo tiempo, en la medida que los jueces respeten el estatuto personal del individuo, 
estarán dándole cumplimiento a un derecho fundamental de la persona que es aplicar su ley 
en beneficio de su seguridad y certeza jurídicas. Ejemplos son, el reconocimiento de un 
matrimonio celebrado en el extranjero o la adopción, celebrada en el extranjero, lugar de un 
menor cuyos derechos se pretenden ejercer en México, por ejemplo, para participar, por 
ejemplo, como heredero en una sucesión. 
E. Autonomía de la Voluntad.    
A continuación, me refiero al último caso, el respeto a la Autonomía de la Voluntad. Aquí 
me propongo mostrar a través de un ejemplo cómo la Autonomía de la Voluntad debe ser 
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protegida y a continuación, me referiré a unas palabras del profesor Eric Jayme, destacado 
profesor en la Universidad de Heildelberg sobre el tema que nos ocupa. 
Previamente a referirme a Alexy, daré un ejemplo un poco más complicado que nos permita 
explicar los puntos finos en materia contractual:  
Una empresa transnacional fabricante de automóviles celebra contratos con sus distribuidores 
de sus productos y en esos contratos se establece en la cláusula de vigencia y denuncia del 
contrato, vigencias cortas, de un año que mantienen en vilo al distribuidor y además, la 
facultad de la empresa de declarar terminado el contrato en cualquier momento, notificando 
al distribuidor con 30 días de anticipación, independientemente que el derecho del 
distribuidor sea el mismo que el del fabricante, para dar por concluido el contrato, porque el 
fabricante es la parte con poder real en la relación contractual. Como los tribunales colegiados 
de distrito declararon en la tesis antes citada: «Estas situaciones actuales de poder o de 
monopolización del poder social, similares a los poderes públicos…son situaciones de 
sujeción análogas a las existentes frente al poder estatal, en las que la autonomía privada y la 
libertad contractual de la parte más débil quedan manifiestamente anuladas. O bien no 
dispone realmente (la parte débil) de la libertad de si contrata o no o bien carece de 
posibilidades de discutir el contenido (del contrato) o exigir su cumplimiento». En nuestro 
ejemplo, la empresa le da por concluido al distribuidor el contrato, tres meses después de la 
última celebración contractual celebrada por décimo año consecutivo. Aquí claramente hay 
una violación al DH del distribuidor. Si bien la cláusula es formalmente equilibrada y 
conforme a derecho incluyendo la Autonomía de la Voluntad, no lo es en la realidad ante dos 
partes tan desiguales y con base en esa desigualdad, la parte más fuerte en la relación 
contractual abusando de su fuerza, el fabricante declarara la terminación del contrato cuando 
el distribuidor se prepara por décimo año consecutivo a volver a invertir en una nueva 
plantilla de vendedores, su entrenamiento, inversión en los talleres para ofrecer un mejor 
servicio de mantenimiento a los vehículos, etc. Ese desequilibrio provoca una violación a los 
DH del distribuidor que el juez o el árbitro deben hacer valer por encima de la formalidad 
del derecho. Eso es justicia. Este ejemplo nos ayudará a entender el planteamiento que sigue. 
 El profesor Eric Jayme nos dice: El DIPr. tiene el deber de proteger a las personas frente a 
un mundo globalizado, en un doble sentido, primero, que esa persona pueda siempre, de 
acuerdo a su voluntad, resolver los asuntos que plantea en ese mundo globalizado conforme 
a los principios de seguridad y certeza y que no se encuentre con sorpresas desagradables, en 
nombre de la aplicación de normas de aplicación inmediata o de orden público, que trastocan 
el entendimiento que tuvo la persona al escoger como aplicable a sus relaciones jurídicas 
internacionales, una determinada ley .   
En segundo término y no menos importante consiste en que la Autonomía de la Voluntad 
pueda llevar a esa persona a someterse a un tribunal previamente escogido y que no, el juego 
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de la norma conflictual en materia jurisdiccional, lo lleve a acabar frente a un tribunal que no 
había sido previsto en sus relaciones internacionales. Dicho, en otros términos, respetar y 
proteger lo que otro prestigiado profesor suizo, Alfred von Overbeck señaló a principio de la 
década de los noventa como: «La irresistible extensión de la autonomía en el DIPr». 
No todos los casos son tan evidentes como los ejemplos al que nos referimos, cuando se trata 
de transacciones comerciales, en éstas, hay un ingrediente importante para la igualación de 
derechos a fin de que las transacciones comerciales sean justas para las dos partes. Veamos 
un ejemplo. La Convención de Naciones Unidas sobre Contratos de Compraventa de 
Mercancías (1980) establece reglas que definen derechos y facilitan su ejecución. Lo mismo 
¿Cómo negarlas a una persona procedente de un país no miembro del tratado? Hacerlo sería 
situar a la persona en una situación de desventaja. Por el solo hecho de que México decidió 
incorporar a su sistema jurídico un sistema internacional de compraventa de mercancías 
avanzado. El sistema jurídico, se ha modernizado en ese sector, y éste debe ser para beneficio 
de todas las personas. Un caso solamente podría justificar la excepción a esta propuesta y 
consiste en lo siguiente. 
Es el caso de los tratados comerciales, fiscales y otros que requieren una interactuación mutua 
y permanente de los Estados signatarios del tratado. Además, obedecen a una política 
internacional muy definida. Sólo con tales o cuales Estados, le conviene al Estado Mexicano 
otorgar preferencias arancelarias a cambio de otras tantas y con otros Estados no. Pero aún 
en este ámbito, un derecho sustantivo vinculado a los Derechos Humanos de la persona, 
deberá ser extensivo para todas las demás. No encontramos una razón jurídica para excluirlo. 
En breve, ojalá que más trabajos se incorporen al desarrollo de los Derechos Humanos dentro 
del campo del DIPr. Una forma de asegurar la aplicación de la ley correcta, es que los jueces 
entiendan que se trata de una normatividad que trae implícita la eficacia a que se refiere 
Alexy. Esos valores iusfundamentales en que debe reposar cualquier disposición, sobretodo 
porque se tratará de Derechos Humanos básicos. 
CONCLUSIONES 
Ojalá que estas reflexiones motiven a algunos que desean encontrar un campo virgen en el 
estudio del DIPr. Su parte sustantiva debe desarrollarse comenzando por definir el acento 
que debe tener cualquier norma, en el valor incluido en el enunciado como lo propone Alexy. 
Esas normas mediante las cuales relaciones jurídicas familiares, personales y transacciones 
jurídicas en general pueden tener valor jurídico no importa donde la persona se encuentre. 
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